
Defensoría del Pueblo de la Nación
“Año de la Reconstrucción de la Nación Argentina”

Resolución

Número: 

Referencia: RESOLUCIÓN Nº 00069/25 - ACTUACIÓN Nº 4989/25 - VERGARA, Lorna - s/presuntos
inconvenientes con la afiliación a una obra social - EX-2025-00037490- -DPN-RNA#DPN - OSECAC.

 
VISTO la Actuación Nº 4989/25, caratulada: “VERGARA, Lorna sobre presuntos inconvenientes con la
afiliación a una obra social”; EX-2025-00037490- -DPN-RNA#DPN; y,

CONSIDERANDO:

Que, el 28/04/25 se presentó  la Sra. Lorna VERGARA, DNI 27.339.095, quien ha recurrió a esta INDH para
denunciar, en condición de monotributista, inconvenientes con su afiliación a la OBRA SOCIAL DE
EMPLEADOS DE COMERCIO Y ACTIVIDADES CIVILES (OSECAC), pese a contar con el pago de sus
tributos en forma correcta.

Que, tal como surge de la documental presentada, la interesada acreditó tener sus pagos del monotributo al
día y haber escogido OSECAC como la obra social destinataria de sus aportes. Sin embargo, el agente de
salud no le otorgaba el alta en el padrón de beneficiarios y, por ello, le impedía gozar del acceso a los
servicios médico asistenciales.

Que, tomando ello en consideración, una vez efectuada la denuncia y corroborados los extremos formales,
advirtiendo que se podría estar vulnerando su derecho de acceso a la salud, el 12/05/25, esta INDH envió un
pedido de informes a la obra social mediante Nota NO-2025- 00042372-DPN-SECGRAL#DPN, recibiendo
respuesta el 21/05/25, donde se indica que no había registro de su intento de afiliación, y que por lo tanto
debía presentarse en la delegación de cabecera a los fines de iniciar la misma.

Que, en razón de la respuesta recibida se le corrió traslado a la Sra. Vergara quien informó que ella había ido
a la delegación correspondiente donde presentó toda la documentación.

Que, con posterioridad, habiendo transcurrido un tiempo prudencial, se volvió a tomar contacto telefónico con
la interesada para indagar respecto a su situación actual, y la misma indicó que aún no había sido dada de
alta en la cobertura.

Que, en este contexto, atento a que el inconveniente persiste, es que ahora se torna imprescindible proceder al
dictado de una Recomendación, que intente poner fin a esta injusta situación.

Que, en dicho sentido es importante destacar que la Ley Nº 23.661 instituyó el Sistema Nacional de Salud con
los alcances de un seguro social, a efectos de asegurar el pleno goce del derecho a la salud para todos los
habitantes del país sin discriminación social, económica, cultural o geográfica.



Que, con tal finalidad, dicho seguro ha sido organizado dentro del marco de una concepción integradora del
sector sanitario, en el que la autoridad pública reafirme su papel de conducción general del sistema.

Que, asimismo su objetivo fundamental es el de proveer, mediante acciones positivas, el otorgamiento de
prestaciones de salud igualitarias, integrales y humanizadas, tendientes a la promoción, protección,
recuperación y rehabilitación de la salud, que respondan al mejor nivel de calidad disponible y garanticen a los
beneficiarios la obtención del mismo tipo y nivel de prestaciones eliminando toda forma de discriminación.

Que, a su vez, dicho cuerpo normativo aclara que se consideran agentes del seguro a las obras sociales
nacionales, cualquiera sea su naturaleza o denominación, las obras sociales de otras jurisdicciones y demás
entidades que adhieran al sistema que se constituye.

Que, en el sentido señalado cabe precisar que OSECAC es uno de los agentes del seguro de salud
comprendido en el art.1º de la Ley Nº 23.660 y en el art. 2º de la Ley Nº 23.661 y como tal, además de cumplir
con las obligaciones que emanan de la norma que lo crea, debe adecuar su conducta a los postulados de las
leyes anteriormente mencionadas.

Que, en particular y por tratarse de una beneficiaria correspondiente al Régimen Simplificado para Pequeños
Contribuyentes, el agente de salud, al omitir su alta en el padrón de beneficiarios, vulnera lo dispuesto en el
art. 42 inc. C de la Ley Nº 24.977.

Que, advirtiendo las obligaciones que emanan de la Ley Nº 24.977, 23.660 y 23.661, se observa que las
mismas no se han cumplido, puesto que no se ha procedido a afiliar a la interesada y con ello, la imposibilidad
de gozar de las atenciones de salud que pudiera requerir.

Que, entre otras cosas, lo que esta INDH busca con su labor es abrir instancias de reflexión, de acercamiento
y de entendimiento partiendo de la premisa de que la salud de la persona es el presupuesto esencial del
derecho a la vida.

Que, como ha sido señalado en otras Resoluciones de esta INDH, al tratarse de problemáticas que se
relacionan con la salud o la calidad de vida de una persona, lo que se pretende en cada uno de los pedidos de
informes que se emiten es que se pongan en marcha mecanismos tendientes a la regularización de la cuestión
presentada para evitar su agravamiento.

Que, además de lo anterior, lo que se busca en esta instancia de índole administrativa es la posibilidad de que
con las justificaciones y la evidencia aportada por la Defensoría del Pueblo se pueda arribar a una solución
pronta que evite que esta misma problemática deba ser ventilada en sede judicial donde lo único que se
genera es un dispendio innecesario de la justicia y una pérdida de chance para la persona afectada quien, con
motivo del paso del tiempo, puede poner en riesgo su vida o desmejorar considerablemente su salud.

Que, esta actitud displicente, frente a un supuesto de políticas claras de prestación, protección y recuperación
de la salud en los términos de la Ley Nº 23.661, se muestra arbitraria en los términos del art. 43 de la
Constitución Nacional y admite poner en funcionamiento la protección que ha creado nuestra norma
fundamental a través de su art. 86.

Que, finalmente lo que se busca proteger es el derecho a la salud y demás derechos que, prima facie, han
sido conculcados, de una persona y para ello es indispensable conocer los alcances que dicho concepto tiene
y cuál es su paraguas protector dentro del ordenamiento jurídico.

Que, en la problemática que aquí se plantea y generadora de la cuestión jurídica hoy en debate, se encuentra
comprometida la salud e integridad física de una persona, que posee reconocimiento en la Constitución
Nacional y los pertinentes Tratados Internacionales de Derechos Humanos incorporados a ella, de modo que la
presente cuestión debe ser analizada y resuelta teniendo en cuenta tanto el derecho interno como el derecho
internacional.

Que, en ese sentido, cabe resaltar que la Organización Panamericana de la Salud en la Constitución de la
Organización Mundial de la Salud definió: “la salud es un estado completo de bienestar físico, mental, y social”.



Que, tanto en el ámbito nacional, como en el internacional, la salud ha sido reconocida como un derecho
humano, inherente a la dignidad humana, de forma tal que este bienestar físico, mental y social que pueda
alcanzar el ser humano, constituye un derecho fundamental. La dignidad es el fundamento de los derechos de
los pacientes y del derecho a la salud.

Que, así ha sido reconocido por el Código Civil y Comercial de la Nación cuyo art. 51 reza: “...La persona
humana es inviolable y en cualquier circunstancia tiene derecho al reconocimiento y respeto de su dignidad.”.

Que, en definitiva, la dignidad constituye la fuente de todos los derechos y ello implica que ya no se puede
hablar de persona o derechos a secas, sino de persona digna y de derechos que contemplan esta dignidad de
la persona humana.

Que, la Constitución Nacional reconoce el derecho a la salud como un derecho fundamental en su art. 42,
estableciendo que: “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho (...) a la protección de
su salud...”. Se infiere, además, este derecho del art. 33, y como corolario indispensable del derecho a la vida,
que resulta base de todos los demás.

Que, adicionalmente, cabe destacar que el derecho a la salud goza en la actualidad de jerarquía constitucional
en los términos del art. 75 inciso 22, específicamente a través del artículo XI de la Declaración Americana de
los Derechos y Deberes del Hombre, y art. 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, que establece que: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. Entre las medidas que deberán adoptar
los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias
para (...) la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de
enfermedad”.

Que, a los fines de proveer los criterios interpretativos que deben aplicar al derecho de toda persona al disfrute
del más alto nivel posible de salud física y mental consagrado en el artículo 12 del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha
emitido en el año 2000 su Observación General Nº 14 abordando las cuestiones sustantivas que se plantean
en la aplicación de dicho Pacto.

Que, merece ponerse de resalto, además, que la obligación de garantizar el derecho a la salud ha sido –en
subsidio– asumida por el Estado Argentino para con sus habitantes y, en este contexto, no puede dejar de
mencionarse que a las normas indicadas en el párrafo que antecede debe interpretárselas conjuntamente con
lo establecido en el inciso 23 del art. 75 de la CN., que hace especial referencia a la necesidad de adoptar –
como competencia del Congreso de la Nación– “medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de
oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por
los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos”.

Que, por su parte, la Declaración Universal de Derechos Humanos, establece en su art. 25.1 que “Toda
persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el
bienestar, y en especial (...) la asistencia médica y los servicios sociales necesarios…”.

Que, sobre este punto es de especial importancia el alcance dado por la Declaración Americana de Derechos
y Deberes del Hombre cuyo art. XVI dice: “Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja
contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier
otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”.

Que, cabe recordar, también, lo expresado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso
“Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción Social - Secretaría de Programas de
Salud y Banco de Drogas Neoplásicas s/ Recurso de Hecho", respecto del derecho a la salud como
presupuesto esencial del inalienable derecho a la vida: “...el derecho a la vida es el primer derecho de la
persona humana que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional...” (Fallo: 310:112).

Que, del plexo normativo descripto surge con claridad la efectiva protección que deben tener estos derechos
fundamentales de la persona, que implican no sólo la ausencia de daño a la salud por parte de terceros, sino



también la obligación de quienes se encuentran compelidos a ello –y con especialísimo énfasis los agentes del
servicio de salud– de tomar acciones positivas en su resguardo.

Que, respecto de las obligaciones establecidas por el derecho convencional, el más alto Tribunal de la Nación
tiene dicho que “…De los tratados internacionales que cuentan con jerarquía constitucional se desprende la
existencia tanto de los derechos de toda persona a gozar de un nivel adecuado de vida y al disfrute del más
alto nivel posible de salud, como de la correspondiente obligación de los Estados Partes de adoptar las
medidas que resulten pertinentes de modo de hacer efectivos tales derechos…” (Fallos: 342:459; 341:1511).

Que, la Corte Suprema de Justicia de la Nación también ha dicho que el hombre es eje y centro de todo el
sistema jurídico y en tanto fin en sí mismo –más allá de su naturaleza trascendente– su persona es inviolable y
constituye valor fundamental con respecto al cual los restantes valores tienen siempre carácter instrumental
(Fallos 316: 479, votos concurrentes).

Que, la necesidad de la interesada, para que se proceda a su afiliación y así pueda gozar de las prestaciones
de la obra social que requiere, radica en su convicción como ciudadana de que se respeten los derechos que
le asisten y que, en caso de verse amenazados o vulnerados, esta INDH pueda arbitrar los medios
correspondientes para su pronto restablecimiento.

Que, sobre este último aspecto es dable recordar la importancia y necesidad de que la Defensoría del Pueblo
de la Nación intervenga con sus señalamientos cuando advierta que cualquier persona física o jurídica, pública
o privada tenga un comportamiento contrario a derecho y ponga en riesgo el respeto por los derechos
humanos. Máxime si se trata de un servicio público esencial como es la salud.

Que, por imperio constitucional, es misión de esta INDH la protección y defensa de los derechos humanos de
todos los habitantes de la nación y demás derechos, garantías e intereses, por lo que nada puede inducir a
pensar que ese deber se encuentra circunscripto o delimitado por interpretaciones restrictivas. Caso contrario
se desnaturalizaría la función del Defensor del Pueblo de la Nación y se caería en el riesgo de proteger a un
sector de la población, dejando a su suerte a otro sector de acuerdo a su lugar de residencia o la persona que
ha vulnerado sus derechos fundamentales; más allá de la ilicitud resultante.

Que, como se ha dicho anteriormente es misión de esta INDH perseguir el respeto de los valores jurídicos,
cuya transgresión tornarían injustos los actos de la administración pública o de los particulares que prestan
servicios públicos esenciales, y de los derechos humanos consagrados en nuestra Constitución Nacional a
través del artículo 75 inc. 22. Repárese que es pauta de interpretación auténtica –preámbulo constitucional-:
“afianzar la justicia”, por lo que mal podemos alejarnos de ese norte.

Que, cabe a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA NACIÓN contribuir a preservar los derechos reconocidos
a los habitantes y, en su calidad de colaborador del Estado, proceder a formalizar los señalamientos
necesarios, de modo que las autoridades puedan corregir las situaciones disfuncionales que se advirtieren.

Que, la presente se dicta de conformidad con lo establecido por el artículo 86 de la Constitución Nacional y la
Ley N° 24.284, modificada por la Ley N° 24.379, la facultad conferida por la H. Comisión Bicameral
Permanente de la Defensoría del Pueblo, notificada el 25 de agosto de 2015, que pone a cargo del
Subsecretario General la Institución y su ratificación por parte de aquella Comisión en su sesión del 20 de
noviembre de 2024 y notificación del 27 de noviembre del mismo año.

Por ello;

EL SUBSECRETARIO GENERAL A/C

DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA NACIÓN

RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- RECOMENDAR a la OBRA SOCIAL DE EMPLEADOS DE COMERCIO Y ACTIVIDADES
CIVILES (OSECAC), que proceda, a la mayor brevedad posible, a dar de alta en la afiliación a la Sra. LORNA
VERGARA, DNI. 27.339.095.



ARTÍCULO 2º: Poner en conocimiento de la presente Resolución al titular de la SUPERINTENDENCIA DE
SERVICIOS DE SALUD.

ARTÍCULO 3º.- Regístrese, notifíquese, comuníquese a la interesada y resérvese.

RESOLUCIÓN Nº 00069/25.-
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